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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 87/2024-3

PARTE ACTORA: 

 **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., diez de febrero de dos mil veinticinco. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 87/2024-3 promovido por la persona moral denominada **********.”, contra actos del Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha diecinueve de enero de dos mil veinticuatro, compareció**********en su carácter de Apoderado legal de la persona moral denominada**********.”, demandando a Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí,  por la nulidad del siguiente acto: 
 La Resolución  de fecha seis de noviembre de dos mil veintitrés, derivada de la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación ********** y Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así como las actuaciones realizadas de dicho procedimiento y la multa que impuesta. 
II.- Por auto de fecha veintinueve de enero de dos mil veinticuatro, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda; se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas.

IV.- Por auto de fecha diecisiete de abril de dos mil veinticuatro,  se admite la ampliación de demanda, se ordena correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
V.- Por proveído de fecha veintiocho de mayo de dos mil veinticuatros, se tuvo a la autoridad demandada Director General de Gobernación en el Estado, por contestando la ampliación de demanda; se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas de las partes, se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VI.- Con fecha diecisiete de junio de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza; y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que  no fueron formulados por la  parte actora; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció acreditando la personalidad con que comparece, en términos del segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial expedido por el Notario Público número 11 en ejercicio de sus funciones, que obra en fojas 55 a la 60 del expediente en el que se actúa; acreditando su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado que obra en fojas 67 a la 71 de este sumario.

La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, el Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quedo acreditada con la copia certificada de su nombramientos que obra respectivamente en fojas  108  de este sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos del escrito inicial de demanda, lo constituye: La Resolución  de fecha seis de noviembre de dos mil veintitrés, derivada de la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación ********** y Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así como las actuaciones realizadas de dicho procedimiento y la multa que impuesta.
Del escrito de ampliación de demanda, se hace consistir en la manifestaciones que vierte la demandada en su escrito de contestación a si como la notificación donde notifican la resolución que impugna en este juicio de  fecha 16 de noviembre de 2023, visible en fojas 123 de este sumario.

Actos que determinan la litis de la presente controversia, que fueron exhibidos por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”
En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada el Director General de Gobernación, al producir su respectiva contestación de la demanda inicial, interpone la extemporaneidad de la presentación del escrito de demanda de la parte actora, que basa en el acto  impugnado ya le fue notificado con fecha 16 de noviembre de 2023, según la constancia que acompaña en fojas 123 de este sumario  y que no fue impugnado dentro del término que establece el artículo 24 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, así como que el acto fue consentido al realizar el pago de la multa impuesta por dicha autoridad.
Causales de improcedencia que son inatendibles, ello en razón de que se advierte del texto de la notificación que adjunta la demandada para justificar la extemporaneidad del acto, que efectivamente como lo afirma la parte actora, la misma señala que se notifica la resolución de fecha 14 de noviembre de 2023 emitida por el Director General de Gobernación del Estado, la cual no corresponde a la resolución impugnada en este juicio, siendo que la sentencia que controvierte la sociedad actora corresponde a la emitida el día 06 de noviembre de 2023.
Por lo que debe tenerse que le asiste razón a la actora en cuanto a que no le fue notificada en esa fecha la resolución que se combate en este juicio, y por tanto como cierta la fecha en que tuvo conocimiento del acto  que fue el 11 de enero de 2024, pues la autoridad demandada no acredito la existencia de la notificación efectuada a la actora del acto reclamado. 

En ese contexto, de sostenerse por esta Sala Unitaria, que se advierte que el acto impugnado fue presentado en este Tribunal en tiempo y forma conforme lo dispone el artículo 24 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado; es decir dentro de los treinta días hábiles para su presentación, considerando que la parte actora tuvo conocimiento de ellos con fecha 11 de enero de 2024 y compareció  el día 19 de enero de 2024, según consta en el acuse de recibido visible en fojas  2 de este sumario.
Asimismo, resulta inoperante, la causal de consentimiento a que alude la demandada, en razón que en  autos no obra dato alguno que haga presumir el consentimiento expreso o por manifestación de voluntad  por parte del actor respecto al acto que impugna en este juicio, aunado a ello que el ahora actor se encontraba en tiempo y forma para impugnar el acto que reclama en este juicio y el pago efectuado de la multa no constituye su consentimiento, siendo que compareció en tiempo y forma a impugnar la multa que pago derivada de los actos impugnados en este juicio, lo cual genera que no exista el consentimiento del acto impugnado por parte del promovente en este juicio.

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 9 a la 52 de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas 162 a la 188 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En ese orden de ideas, resulta pertinente puntualizar que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; aunado a que, al emitir la sentencia, es obligación de este Tribunal examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquéllos que permitan declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; por lo que, el estudio de los conceptos de impugnación de la actora en su escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquéllos que le otorguen mayor beneficio.
Tiene aplicación a lo anterior, la siguiente Tesis de Jurisprudencia, Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
Así las cosas, nos ocuparemos del estudio de fondo del Quinto de los conceptos de impugnación contenidos en el escrito de demanda que se analiza en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 
“QUINTO.- (…).”
“…Del artículo  antes citado, se aprecia que la orden de inspección no debe contener ningún espacio en blanco, y debe señalar el domicilio del establecimiento por inspeccionar, cuestiones mínimas que se deben garantizar pues solo así dotaría al visitado  de la certeza suficiente sobre el acto de molestia al que se encontrara sujeto, (…).”
“…Y es que de la simple lectura que se realice de la misma, sea precia que el domicilio en donde se llevaría a cabo la inspección fue estampado a mano por el inspector, y la fecha de emisión de la orden, de igual forma fue puesta del puño y letra del inspector, cuestión que implica una franca violación al artículo antes citado…” (Foja 51)
Del estudio y análisis practicado, esta Tercera Sala Unitaria determina que resulta fundado y suficiente,  para determinar la ilegalidad de los actos impugnados.

Lo anterior es así, toda vez que como se observa en la copia certificada de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** de fecha 24 de septiembre de 2023, emitida por el Director General de Gobernación; visible en fojas 111 y 112 de este sumario, ofrecida por la autoridad demandada, que adquiere pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ella, conforme lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, no cumple con las formalidades esenciales del procedimiento, pues omite los requisitos y elementos del acto administrativo de que se trata, siendo en el presente caso que se analiza, que la orden de inspección se encuentre en forma escrita con un mismo tipo de letra, en la que se deberá precisar, el propietario y/o encargado del establecimiento, domicilio, municipio, y la fecha en que se emite por dicha autoridad, circunstancias que no se advierte en el acto impugnado, ya que si bien se hacen constar algunos los datos que deben contenerse en la orden de inspección,  también lo es que se aprecia de su texto que en la orden de que se trata  utilizaron tipos de letra distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con la actora,  lo que conlleva a establecer que no se cumplen con los requisitos formales de la orden de visita, para que sea válida en su ejecución.

En efecto, para que toda orden de visita satisfaga la garantía de legalidad inmersa en el artículo 16 constitucional, debe constar por escrito, estar firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, si en una orden de visita se utilizaron tipos de letra distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el propietario o lugar a inspeccionar, ello revela que no se cumplen con los requisitos anteriores; lo que se aprecia  del orden de visita en análisis, ya que se hace constar en ella, un tipo de letra con el que se asienta los datos del el propietario y/o encargado del establecimiento, domicilio, municipio y la fecha en que se emite y otro con (letra de computadora) para el resto del documento, lo que transgrede la garantía de legalidad y el principio se seguridad jurídica en perjuicio del actor. 
 Circunstancia que al obrar en el acto reclamado, que hacen presumir fundadamente que fue el propio inspector fue quien plasmó en la orden esos datos, sin que se requiera de otro tipo de pruebas como la testimonial o pericial, puesto que salta a la vista el hecho de que originalmente la orden de inspección en comento, fue firmada previamente por el  Director General de Gobernación, dejando espacios en blanco, sin asentar nombre de propietario, giro y domicilio del inmueble, y la fecha en que se emite, datos que fueron agregados posteriormente con un tipo de letra diferente al del contenido general de la orden; por lo que se concluye, que en cuanto a datos del visitado y la fecha de emisión, la misma no es llenada originalmente en los espacios que le corresponde, sino que esa información fue puesta con posterioridad a la impresión y firma del documento; sin que respecto de la irregularidad atribuida, la autoridad demandada haya opuesto excepción o defensa válida, pues solamente señaló en términos generales que dicha orden cumple en su expedición con los requisitos y elementos establecidos por la legislación aplicable; de tal suerte que resulta imposible estimar, que la orden de inspección fue elaborada completamente por el Director General de Gobernación; o sea, incumple  con los elementos y requisitos del acto administrativo de que se trata; vulnerando así, lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los numerales 164, 165 y 197, del Código Procesal Administrativo para el Estado, y 36 fracción I, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; numerales estos últimos, que a la letra dicen:
Código Procesal Administrativo para el Estado:

“Artículo  164. Son elementos del acto administrativo:“…I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;
Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:
“…I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;
Artículo 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita,

IV. El alcance que deba tener, y

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten.”

Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado: 

“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases: 
“I. El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación;…”
[Lo resaltado es nuestro]

Bajo esa premisa, se desprende que la Orden de Inspección en análisis, debe reunir para su validez, las bases, elementos y requisitos de formalidad establecidos en los numerales antes citados, de lo que se deriva que las órdenes de visita de inspección y verificación se encuentren en forma escrita, en las que deberán precisarse el destinatario, domicilio y fecha de emisión, los objetos y alcances de la visita, asimismo las disposiciones legales que las fundamenten; lo que conlleva a que, desde su origen o emisión se precise el nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita, así como el lugar o zona que ha de verificarse; lo cual como se vio, no ocurre en el caso de que se trata.

Por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el propietario hoy actor, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16 Constitucional, en cuanto a los requisitos que debe contener la orden de visita e inspección en estudio. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta por escrito una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra, ya sea manuscrita, de máquina de escribir o de computadora y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado, resulta perfectamente factible que se cumpla con esto último.

Circunstancias que no constan en el acto impugnado referido, pues el mismo no se trata de un formato en el que se  tenga que  efectuar  el  llenado de espacios, en el que por ende, deban quedar asentados dos tipos de letra notoriamente distintos, el cual uno correspondería a elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el visitado; lo que vulnera en perjuicio del actor, como se dijo las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, por lo que, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emanen órdenes de inspección de visita que por sus características pudieran proceder, no de autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla. 

En ese orden de ideas, le asiste razón al promovente para decretar la nulidad de la Orden de Inspección en cita, emitida  por el Director General de Gobernación, que obra en copia certificada en fojas 111 y 112  este sumario; por carecer de las formalidades establecidas en los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumplir con las formalidades del acto administrativo de que se trata, al no observar los elementos y requisitos previstos en los numerales  164, 165 y 197, del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el artículo 36 fracción I, de la Ley de Bebidas Alcohólicas en comento.
Tienen aplicación la Tesis de Jurisprudencia del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, Novena Época,  Registro: 190702, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Diciembre de 2000, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.4o. J/3, que dice: 

“ÓRDENES DE VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES. NO ES LEGAL QUE POSTERIORMENTE A SU EMISIÓN SE LLENE UN ESPACIO DEJADO EN BLANCO EN EL DOCUMENTO RESPECTIVO. Las órdenes de visita para la verificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales, como todo acto de molestia, tienen su fundamento en el artículo 16 constitucional, por lo que, conforme a ese dispositivo, tales mandatos deben constar por escrito y provenir de autoridad competente. De tal suerte, si al expedir y suscribir un mandato de tal naturaleza se señalan en letra impresa el domicilio, el contribuyente y el objeto de la revisión, dejando un espacio en el que con letra manuscrita se consigna el día en que ese mandato deberá verificarse, ello evidencia que ese apartado fue llenado por el visitador encargado de realizar el acto, toda vez que no es factible considerar que se trate de un formato preimpreso, cuando en el documento sí se asentó con caligrafía de molde el domicilio, nombre del gobernado y objeto de la visita, y exclusivamente se dejó para llenar a mano el día de la verificación; de ahí que la orden deba considerarse violatoria del aludido precepto constitucional, ya que dicho visitador carece de facultades para elegir la fecha en que ha de llevarse al cabo, pues sus atribuciones se constriñen a cumplimentar el referido mandato y en ningún caso puede requisitar algún elemento de la orden de verificación...”

Y la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Novena Época, Registro: 188560, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Octubre de 2001, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: 2a./J. 44/2001, Página: 369, que dice:  

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.”
Es menester señalar, que siendo que la orden de inspección en comento, fue emitida de forma ilegal de acuerdo a los razonamientos antes vertidos, todos los actos derivados de esta, o que se apoyen en ella, o que en alguna forma estén condicionados por ella, también son ilegales por su origen, ya que son accesorias de la principal; en consecuencia, resulta procedente declarar su ilegalidad y nulidad total; por lo que en tal virtud, son ilegales los demás actos derivados de ese procedimiento, que se hacen consistir en los actos impugnados en este juicio, como son: el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** de fecha 29 de septiembre de 2023; C) Resolución de fecha 06 seis de noviembre de 2023 dos mil veintitrés, emitida por el Director General de Gobernación; la multa impuesta bajo el oficio **********, así como el pago que efectuó la sociedad actora  bajo recibo de pago folio ********** de fecha 09 de noviembre de 2023, a la Dirección General de Ingresos Modulo de Cobros Control Tributario, según consta en fojas 64 de este sumario; al tratarse de actos administrativos que resultan ilegales y viciados desde su origen, por el ilegal acto que los generó, a virtud de que la legalidad del primer acto que les dio origen, es indispensable para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Séptima Época, Registro: 252,103, Tipo de tesis: Jurisprudencia, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal…”

Resultando innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo. 

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, consistentes en: a) Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** de fecha 24 de septiembre de 2023;  Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** de fecha 29 de septiembre de 2023; C) Resolución de fecha 06 seis de noviembre de 2023 dos mil veintitrés, emitida por el Director General de Gobernación; la multa impuesta bajo el oficio ********** así como el pago que efectuó la sociedad actora  bajo recibo de pago folio ********** de fecha 09 de noviembre de 2023, a la Dirección General de Ingresos Modulo de Cobros Control Tributario,**********y por consecuencia, la NULIDAD de los mismos; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a la autoridad demandada, reintegrar a la parte actora el pago  que efectuó por motivo de la multa declarada ilegal, que fue reseñado con anterioridad en este considerando; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada o bien a la autoridad que deba cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD  de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

